CONCEPTO 211 DE 2012
(10 abril)

<Fuente: Archivo interno entidad emisora>
SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS
Bogotá D.C.

Señor

FRANCISCO JOSÉ ORDOÑEZ NARVAEZ
franciscoord@gmail.com
josealfredojimenezarias@yahoo.com
Ref. Su solicitud de concepto(1)
Respetado Señor Ordoñez:

Se basa su solicitud en responder el siguiente interrogante: ¿Si a un usuario, que ha cometido fraude no le prescriben ni los tiempos ni las facturas, qué sanción tiene un comercializador que no se ajusta a la ley?
Hemos recibido la consulta de la referencia y antes de brindarle una respuesta debemos advertir que la misma se formula con el alcance previsto en el artículo 25 del Código Contencioso Administrativo, toda vez que los conceptos emitidos por la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en respuesta a una petición en la modalidad de consulta, constituyen orientaciones y puntos de vista que no comprometen la responsabilidad de la entidad ni tienen carácter obligatorio ni vinculante.

Por tal razón, tanto las preguntas como las respuestas deben darse en forma que puedan predicarse de cualquier asunto en circunstancias similares. En efecto, la jurisprudencia de la Corte Constitucional y del Consejo de Estado ha señalado que como regla general los conceptos que se expiden a instancia del interesado no son obligatorios, ni crean situaciones jurídicas particulares.

Por otra parte, de conformidad con lo establecido en el parágrafo primero(2) del artículo 79 de la Ley 142 de 1994(3), modificado por el artículo 13 de la Ley 689 de 2001(4) esta Superintendencia no puede exigir, en ningún caso, que los actos o contratos de una empresa de servicios públicos se sometan a aprobación previa suya, pues lo anterior constituiría un acto de coadministración que le está vedado a esta entidad.

Ahora bien, en relación con su inquietud anteriormente trascrita, es necesaria señalar que la misma resulta ambigua y confusa, en el sentido que no se encuentra relación directa entre la presunta situación de fraude de un usuario y la prescripción de facturas de servicios públicos domiciliarios. 

No obstante, interpretando que su inquietud se refiere a la obligación que tienen las empresas prestadoras de servicios públicos, de suspender o cortar el servicio, cuando adviertan el incumplimiento del contrato de condiciones uniformes, y a las consecuencias de no hacerlo, esta Oficina responderá en dicho sentido de la siguiente manera:

Cuando una empresa de servicios públicos domiciliarios advierte el incumplimiento del contrato de condiciones uniformes por parte del suscriptor o el usuario, debe proceder a suspender o cortar el servicio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 140 de la Ley 142 de 1994, modificado por el artículo 19 de la Ley 689 de 2001.

Es importante señalar que dicha norma señala además que es causal también de suspensión, la alteración inconsulta y unilateral por parte del usuario o suscriptor de las condiciones contractuales de prestación del servicio.

En lo que tiene que ver con el corte del servicio, el artículo 141 de la Ley 142 de 1994 indica que el incumplimiento de contrato por un período de varios meses o en forma repetida, o en materias que afecten gravemente a la empresa o a terceros, permite a la empresa tener por resuelto el contrato y proceder al corte del servicio. 

Ha de señalarse que la terminación del contrato, como medida que lleva aparejado el corte del servicio, puede ser adoptada por la empresa con respeto al debido proceso del usuario y/o suscriptor, conforme lo ha señalado la Honorable Corte Constitucional, entre otras, en la Sentencia C-389 de mayo 22 de 2002, M. P. Clara Inés Vargas Hernández

En ese contexto, en línea con lo señalado por la Corte Constitucional, en sentencia T – 028 de 2010, esta Oficina considera que ¨teniendo en cuenta que esos servicios son un bien de uso público, debe estar atenta y ser diligente para evitar fraudes o pérdidas económicas que vayan en detrimento no solo de su propio patrimonio, sino eventualmente del resto de la población y del propietario del inmueble, en caso de que la anomalía sea atribuible a arrendatarios o usuarios¨.
Ahora, si a pesar de haber procedido a la suspensión, terminación o corte dentro del término previsto por la ley, los usuarios continúan disfrutando del servicio a través de conexiones ilegales, el respectivo prestador debe proceder nuevamente al corte y a denunciar penalmente la defraudación de fluidos de la que está siendo víctima, y que en últimas está siendo asumida por todos los usuarios.

Cuando el incumplimiento proviene no del fraude sino de la mora del usuario, consideramos también conveniente que tenga en cuenta lo señalado por el artículo 130 de la Ley 142 de 1994, modificado por el 18 de la Ley 689 de 2001.

En cuanto a la sanción del comercializador que no se ajusta a la ley, es preciso señalar que las competencias y responsabilidades de esta Superintendencia, como agencia de origen constitucional encargada de apoyar al Señor Presidente de la República en funciones de policía administrativa, recaen de manera exclusiva sobre los prestadores de servicios públicos domiciliarios, esto es a quienes están inmersos dentro del ámbito de aplicación descrito por el artículo 1 de la Ley 142 de 1994.(5)
Este criterio ha sido expuesto por la jurisprudencia de la Corte Constitucional al precisar el alcance del artículo 370 Constitucional, el cual señala claramente que la facultad de control recae exclusivamente en la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios respecto de los prestadores,(6) en los siguientes términos:

“La inspección y vigilancia de las entidades que prestan servicios públicos domiciliarios, actividades que debe realizar por intermedio de la Superintendencia de Servicios Públicos, mal puede la ley atribuir dicha potestad a una autoridad distinta,...”(7) (el subrayado es nuestro)

De manera que la Superintendencia es un instituto constitucional diseñado para realizar en el sector determinado de los servicios públicos domiciliarios la vigilancia y el control de la actividad de quienes tienen la calidad de prestadores de servicios públicos y de su actividad. En consecuencia, la Superintendencia en ejercicio de la vigilancia y control del cumplimiento de las leyes y actos administrativos a los que estén sujetos quienes presten servicios públicos puede sancionar cualquier violación al régimen de servicios públicos, siguiendo el procedimiento administrativo previsto en materia de investigaciones. 

Así mismo, esta facultada para ejercer esta actividad de manera oficiosa o por denuncia que realicen los usuarios de los servicios púbilcos domiciliarios. 

Finalmente, le informamos que esta Superintendencia ha puesto a disposición de la ciudadanía un sitio de consulta al que usted puede acceder en la siguiente dirección: http://basedoc.superservicios.gov.co/ark-legal/SSPD/index. Ahí encontrará normativa, jurisprudencia y doctrina sobre los servicios públicos domiciliarios, en particular los conceptos emitidos por esta entidad.

Cordialmente,

MARINA MONTES ALVAREZ
Jefe Oficina Asesora Jurídica
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